I.       EXPEDIENTE D-8315        Sentencia C-468/11
M.P. María Victoria Calle Correa

1.   Norma acusada

LEY 1397 DE 2010

(Julio 14)

Por medio de la cual se modifica la Ley 769 de 2002

ARTÍCULO 3o. El artículo 19 de la Ley 769 de 2002, quedará así:

Artículo 19. Requisitos. Podrá obtener una licencia de conducción para vehículos automotores, quien acredite el cumplimiento de los siguientes requisitos:

Para vehículos particulares:

1. Saber leer y escribir.

2, Tener dieciséis (16) años cumplidos.

3. Presentar un certificado de aptitud en conducción otorgado por un Centro de Enseñanza Automovilística inscrito ante el RUNT.

4. Aprobar un examen teórico de conducción y un examen práctico de conducción para vehículos particulares que realizarán los organismos descritos en el parágrafo del artículo 2o de la presente ley, que cumplan la reglamentación que expida el Ministerio de Trasporte.

5. Presentar Certificado de aptitud física, mental y de coordinación motriz para conducir expedido por un Centro de Reconocimiento de Conductores habilitado por el Ministerio de Transporte, de conformidad con la reglamentación que expida el Ministerio de Transporte y debidamente acreditado como organismo de certificación de personas en el área de conductores de vehículos automotores.

Para vehículos de servicio público: Los mismos requisitos enumerados anteriormente, pero referidos a la conducción de vehículos de servicio público, conforme a la reglamentación que expida el Ministerio de Transporte. En la cual se debe tener en cuenta que los conductores de servicio público deben recibir capacitación en competencias laborales y tener por lo menos dieciocho (18) años cumplidos.

PARÁGRAFO 1o. Para obtener a licencio de conducción por primera vez, o la recategorización, renovación, y refrendación de la misma, se debe demostrar ante las autoridades de tránsito la aptitud física, mental y de coordinación motriz, valiéndose para su valoración de los medios tecnológicos sistematizados y digitalizados requeridos, que permitan medir y evaluar dentro de los rangos establecidos por el Ministerio de Transporte según os parámetros y límites internacionales entre otros: las capacidades de visión y orientación auditiva, la agudeza visual y campimetría, los tiempos de reacción y recuperación al encandilamiento, la capacidad de coordinación entre la aceleración y el frenado, la coordinación integral motriz de la persona, la discriminación de colores y la phoria horizontal y vertical.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio de Transporte reglamentará los costos del examen, teniendo como referencia los valores actuales, haciendo ajustes anuales hasta por el Indice de Precios al Consumidor, IPC.

PARÁGRAFO 3o. Las personas jurídicas o naturales, que pretendan obtener la acreditación como organismos certificadores de personas para la realización de las evaluaciones de aptitud física, mental y de coordinación motriz, para conducir, deberán presentar con la solicitud de acreditación, la certificación expedida por el Ministerio de Transporte, en la cual se indique, que efectivamente el centro de reconocimiento de conductores ha realizado las citadas evaluaciones en Colombia.

2.   Decisión 

Declarar EXEQUIBLE el requisito “saber leer y escribir”, exigido por el legislador, contenido en el artículo 3, numeral 1, de la Ley 1397 de 2010, “Por medio de la cual se modifica la Ley 769 de 2002”.

3.   Fundamentos de la decisión

En el presente caso, el problema jurídico que le correspondió resolver la Corte, consistió en determinar si el requisito de “saber leer y escribir” exigido por el legislador para obtener la licencia de conducción de vehículos automotores particulares, introduce un restricción injustificada al ejercicio de la libertad constitucional de conducir y transitar libremente en un vehículo automotor de las personas que no saben leer y escribir, segmento dentro del cual se encuentran grupos históricamente relegados como los campesinos, las mujeres y los indígenas. 

En primer lugar, la Corte encontró que se trata de una medida dirigida a garantizar la seguridad de quien conduce y demás conductores, pasajeros y peatones, la cual es una finalidad legítima desde la perspectiva constitucional, de manera que en principio, supone un amplio margen de configuración del legislador en materia de conducción de vehículos en tanto actividad peligrosa, que obliga a las autoridades a cumplir con su deber de protección de la vida e integridad de las personas.

Así mismo, el medio elegido por el legislador para lograr esa finalidad es legítimo, como quiera que además de no estar prohibido, resulta acorde con la obligatoriedad de la educación gratuita en las instituciones del Estado consagrada en el artículo 67 de la Constitución, entre los cinco y los quince años de edad, que comprende como mínimo un año de preescolar y nueve años de educación básica, etapa en la que precisamente se adquieren y perfeccionan la lectura y la escritura. Es decir, el legislador exige un requisito que por mandato de la Constitución, en principio, todos los colombianos en edad de tramitar la licencia de conducción deberían estar en la posibilidad de cumplir.

De igual forma, la Corte encontró que el mecanismo elegido para alcanzar el fin propuesto por la norma es adecuado o efectivamente conducente, puesto que el requisito de saber leer y escribir hace referencia a una competencia que posibilita el conocimiento y comprensión del Código de Tránsito, de las señales de tránsito, de los manuales e instrucciones de manejo de los vehículos automotores, de las señales escritas que los mismos vehículos transmiten a los usuarios y permiten evaluar a través del examen escrito, los conocimientos teóricos sobre estos temas que debe acreditar todo aspirante a obtener la licencia de conducción. Para la Corte, es indudable que este conocimiento es fundamental para disminuir el riesgo que conlleva la conducción de un vehículo automotor, en tanto el conductor además de estar debidamente informado y capacitado, estará en condiciones de afrontar con cierta solvencia los imprevistos que durante el desarrollo de la actividad se presenten, que en muchos casos requiere de la lectura de mensajes que no necesariamente corresponde a las señales reglamentarias de tránsito, pero que advierten sobre situaciones de peligro, que de ser ignoradas por los conductores, podrían en situación de riesgo no solo a quien conduce, sino también a los demás conductores y peatones. 

A juicio de la Corte, a pesar de que el requisito de saber leer y escribir exigido por el artículo 3º de la Ley 1397 de 2010, puede excluir a algunos colombianos del ejercicio de una actividad, que sin ser un derecho puede afectar el ejercicio de ciertos derechos como el derecho al trabajo o a la libre circulación, tal afectación es razonable y no resulta desproporcionada a los valores supremos que con ella se garantizan, como en efecto son la vida y la integridad no solo de quien conduce, sino de los demás conductores y peatones. Al mismo tiempo, existe en cabeza de Estado, por mandato constitucional, la obligación de garantizar el acceso a la educación pública gratuita y obligatoria entre los cinco y quince años de edad (un año de preescolar y nueve de educación básica), nivel educativo mínimo muy superior al exigido por el legislador en la norma cuestionada.

En consecuencia, la Corte procedió a declarar ajustado a la Constitución, el requisito establecido en el numeral 10 del artículo 19 del Código Nacional de Tránsito introducido por el artículo 3º de la Ley 1397 de 2010. 

4.  Aclaraciones de voto

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Juan Carlos Henao Pérez aclararon su voto, por cuanto si bien comparten la decisión de exequibilidad de la exigencia de saber leer y escribir para obtener la licencia de conducción de vehículos automotores, en tanto obedece a finalidades constitucionalmente legítimas que resultan acordes con la protección del derecho a la vida y a la integridad personal, dentro del ejercicio de una actividad que ha sido definida como peligrosa, la Corte ha debido tener en cuenta que en algunas situaciones específicas que implican bajo riesgo y en consecuencia menor posibilidad de causar daño, tal requisito podría ser desproporcionado respecto del ejercicio de ciertos derechos como la libertad de locomoción y el derecho al trabajo de las personas analfabetas que se encuentran en zonas apartadas de la geografía nacional, en donde la circulación de vehículos es muy reducida y el transporte público casi inexistente.  En su concepto, la Corte ha debido establecer una modulación de la sentencia, para excluir estas situaciones de la aplicación del mencionado requisito.
